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REF: EXP. N° 11001-33-43-060-2018-00276-«)§ g
DEMANDANTE: INSTITUTO DE DESyg^LLOg^BANl 
DEMANDADO: ALVARO NIÑO CORT^ «=>O

T»
3
en

C#
ARIEL HUMBERTO GUEVARA RABÓN, mayor, ider^cado C.C^^79.35:^8 

de Bogotá y portador de la T.P. No. 153.622 del C.'ÍS. de la J., enji condiciótAe 

CURADOR AD LITEM del demandado designado mediante auto del 6 dé junio de 2019 

y debidamente posesionado ante el H. Despacho, respetuosamente procedo a 

CONTESTAR LA DEMANDA dentro del proceso de la referencia, en la oportunidad 

legal y en los siguientes términos:

I- CONTESTACIÓN A LOS FUNDAMENTOS DE HECHO:

AL HECHO 1: ES CIERTO en cuanto a la suscripción del contrato, como se desprende 

de la prueba documental aportada por la parte demandante. En lo demás, me atengo a 

lo que resulte probado en el proceso.

AL HECHO 2: ES CIERTO, en cuanto lo trascrito es la transcripción de lo que aparece 

en el “Alcance del Objeto” que se encuentra en el documento denominado ANEXO 

TÉCNICO SEPARABLE” aportado como prueba con la demanda.

AL HECHO 3: ES CIERTO como se desprende de la prueba documental aportada por 

la parte demandante.

AL HECHO 4: ES CIERTO, aunque se precisa que previamente se debían cumplir “(...) 

los requisitos establecidos en el Artículo 23 de la Ley 1150 de 2007 y los demás que se 

señale -sic- al efecto en el pliego de condiciones y en el texto del contrato”.
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AL HECHO 5: ES CIERTO como se desprende de la prueba documental aportada por 
la parte demandante.

AL HECHO 6: NO ME CONSTA y, por tanto, me atengo a lo que resulte probado en el 

proceso.

AL HECHO 7: NO ME CONSTA y, por tanto, me atengo a lo que resulte probado en el 

proceso.

AL HECHO 8: ES CIERTO como se desprende de la prueba documental aportada por 

la parte demandante.

AL HECHO 9: ES CIERTO como se desprende de la prueba documental aportada por 

la parte demandante.

AL HECHO 10: NO ME CONSTA y, por tanto, me atengo a lo que resulte probado en 

el proceso.

AL HECHO 11: ES CIERTO como se desprende de la prueba documental aportada por 

la parte demandante.

AL HECHO 12: NO ME CONSTA y, por tanto, me atengo a lo que resulte probado en 

el proceso.

AL HECHO 13: ES CIERTO como se desprende de la prueba documental aportada por 

la parte demandante.

A LOS HECHOS 14 Y 15: ES CIERTO en cuanto a la expedición de las Resoluciones 

Nos. 63.202 y 64.252 de 2015. Lo demás son apreciaciones subjetivas de la parte 

demandante que NO ME CONSTAN y, por tanto, me atengo a lo que resulte probado 

en el proceso.

AL HECHO 16: NO ME CONSTA y, por tanto, me atengo a lo que resulte probado en



el proceso.

AL HECHO 17: ES CIERTO en cuanto a la presentación del oficio. Lo demás son 

apreciaciones subjetivas de la parte demandante que NO ME CONSTAN, por tanto, me 

atengo a lo que resulte probado en el proceso.

AL HECHO 18: ES CIERTO como se desprende de la prueba documental aportada 

por la parte demandante.

AL HECHO 19: Se contesta así:

19.1. reuniones de seguimiento:
19.1.1. ES CIERTO en cuanto a la suscripción del acta, pero lamentablemente su 

contenido es ininteligible.
19.1.2. ES CIERTO en cuanto los requerimientos efectuados pero se aclara que el 
contratista dio respuesta a cada uno de ellos informando los pasos a seguir para 

atenderlos.
19.1.3. ES CIERTO en cuanto a la suscripción del acta. Es PARCIALMENTE CIERTO 

lo referente a la manifestación de persistencia en el atraso de las actividades, porque 

de la lectura de dicha acta se desprende que el contratista acreditó la terminación de 

algunas de dichas actividades.
19.1.4. ES CIERTO, pero como se probará durante el proceso, los atrasos presentados 

tuvieron su origen en circunstancias de fuerza mayor.
19.1.5. NO ME CONSTA y, por tanto, me atengo a lo que resulte probado en el 

proceso.

19.2. Oficios enviados por la supervisión:
19.2.1. ES CIERTO en cuanto a las afirmaciones subjetivas contenidas en el 
documento, pero en cuanto a su veracidad me atengo a lo que resulte probado en el 

proceso.
19.2.2. ES CIERTO en cuanto a las afirmaciones subjetivas contenidas en el 
documento, pero en cuanto a su veracidad me atengo a lo que resulte probado en el 

proceso.
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19.2.3. ES 

documento, 
proceso.
19.2.4. ES 

documento, 
proceso.

19.2.5. ES 

documento, 
proceso.
19.2.6. ES 

documento, 

proceso.
19.2.7. ES 

documento, 
proceso.
19.2.8. ES 

documento, 

proceso.
19.2.9. NO 

proceso.

CIERTO en cuanto a las afirmaciones subjetivas contenidas en el 
pero en cuanto a su veracidad me atengo a lo que resulte probado en el

CIERTO en cuanto a las afirmaciones subjetivas contenidas en el 
pero en cuanto a su veracidad me atengo a lo que resulte probado en el

CIERTO en cuanto a las afirmaciones subjetivas contenidas en el 
pero en cuanto a su veracidad me atengo a lo que resulte probado en el

CIERTO en cuanto a las afirmaciones subjetivas contenidas en el 

pero en cuanto a su veracidad me atengo a lo que resulte probado en el

CIERTO en cuanto a las afirmaciones subjetivas contenidas en el 
pero en cuanto a su veracidad me atengo a lo que resulte probado en el

CIERTO en cuanto a las afirmaciones subjetivas contenidas en el 

pero en cuanto a su veracidad me atengo a lo que resulte probado en el

ME CONSTA y, por tanto, me atengo a lo que resulte probado en el

AL HECHO 20: En cuanto se refiere a los oficios supuestamente radicados por el 
contratista y su contenido y alcance, NO ME CONSTA, como quiera que en las pruebas 

aportadas por la parte demandante no aparecen tales documentos lo cual, como es 

apenas obvio, no me permite ejercer adecuadamente la defensa del afectado ante mi 
imposibilidad no solo de conocer sobre su existencia sino de tener acceso a ellos, dada 

mi condición de Curador Ad Litem del demandado. Por lo tanto, me atengo a lo que 

resulte probado en el proceso.

Las demás afirmaciones contenidas en el hecho, las contesto así:

20.1. ES CIERTO en cuanto a las afirmaciones subjetivas contenidas en el documento, 

pero en cuanto a su veracidad me atengo a lo que resulte probado en el proceso.



20.2. ES CIERTO en cuanto a las afirmaciones subjetivas contenidas en la primera 

página del documento (porque es la única que aparece), pero en cuanto a su veracidad 

me atengo a lo que resulte probado en el proceso.

AL HECHO 21: NO ES CIERTO que en el oficio 20165260169141 del 25 de febrero de 

2016 se le haya manifestado al demandado que, había incurrído en

incumplimiento debido a que a esa fecha las actividades debían tener un avance total 

del 100% no obstante, apenas tenían un avance cercano al 30%, como se colige 

de la simple lectura de su texto.

AL HECHO 22: Lo allí afirmado no constituye técnicamente un hecho, sino al parecer 
es una transcripción de algún documento contentivo de apreciaciones subjetivas de la 

demandante y, por tanto, me atengo a lo que resulte probado en el proceso.

AL HECHO 23: Lo allí afirmado no constituye técnicamente un hecho, sino al parecer 
es una transcripción de algún documento contentivo de apreciaciones subjetivas de la 

demandante y, por tanto, me atengo a lo que resulte probado en el proceso.

AL HECHO 24: ES CIERTO en cuanto al contenido en el oficio, pero en cuanto a su 

veracidad me atengo a lo que resulte probado en el proceso.

AL HECHO 25: ES CIERTO en cuanto a la existencia del concepto técnico 

mencionado. Sin embargo, en cuanto al análisis realizado y las conclusiones allí 

contenidas, me atengo a lo que resulte probado en el proceso.

AL HECHO 26: No constituye técnicamente un hecho sino una apreciación subjetiva de 

la demandante y, por tanto, me atengo a lo que resulte probado en el proceso.

AL HECHO 27: Este hecho es idéntico al 21. Por lo tanto, me remito a lo alli 

contestado.

AL HECHO 28: ES CIERTO como se desprende de la prueba documental aportada por 

la parte demandante.
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AL HECHO 29: ES CIERTO como se desprende de la prueba documental aportada por 
la parte demandante.

A LOS HECHOS 30 Y 31: ES CIERTO en cuanto a la existencia del concepto técnico 

mencionado. Sin embargo, en cuanto al análisis realizado y las conclusiones allí 

contenidas, me atengo a lo que resulte probado en el proceso.

AL HECHO 32: NO ME CONSTA y, por tanto, me atengo a lo que resulte probado en 

el proceso.

AL HECHO 33: ES CIERTO como se desprende de la prueba documental aportada por 

la parte demandante.

AL HECHO 34: ES CIERTO como se desprende de la prueba documental aportada por 
la parte demandante.

AL HECHO 35: En cuanto se refiere a los oficios supuestamente radicados por el 
contratista y su contenido y alcance, NO ME CONSTA, como quiera que en las pruebas 

aportadas por la parte demandante no aparecen tales documentos lo cual, como es 

apenas obvio, me impide ejercer adecuadamente la defensa del afectado ante la 

imposibilidad no solo de conocer sobre su existencia sino de tener acceso a ellos, dada 

mi condición de Curador Ad Litem del demandado. Por lo tanto, me atengo a lo que 

resulte probado en el proceso. Con respecto a la expedición de la Resolución No. 
010006 del 8 de noviembre de 2016, ES CIERTO.

AL HECHO 36: NO ME CONSTA y, por tanto, me atengo a lo que resulte probado en 

el proceso.

AL HECHO 37: NO ME CONSTA y, por tanto, me atengo a lo que resulte probado en 

el proceso.

AL HECHO 38: No constituye técnicamente un hecho sino una apreciación jurídica de
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la demandante y, por tanto, me atengo a lo que resulte probado en el proceso.

AL HECHO 39: NO ME CONSTA y, por tanto, me atengo a lo que resulte probado en 

el proceso.

AL HECHO 40: NO ME CONSTA y, por tanto, me atengo a lo que resulte probado en 

el proceso.

AL HECHO 41: NO ME CONSTA y, por tanto, me atengo a lo que resulte probado en 

el proceso.

u
AL HECHO 42: NO ME CONSTA y, por tanto, me atengo a lo que resulte probado en 

el proceso.

AL HECHO 43: ES CIERTO de conformidad con el documento aportado con la 

demanda.

AL HECHO 44: ES CIERTO de conformidad con el documento aportado con la 

demanda.

AL HECHO 45: ES CIERTO de conformidad con el documento aportado con la 

demanda.

AL HECHO 46: ES CIERTO de conformidad con el documento aportado con la 

demanda.

AL HECHO 47: NO ME CONSTA y, por tanto, me atengo a lo que resulte probado en 

el proceso.

AL HECHO 48: NO ME CONSTA y, por tanto, me atengo a lo que resulte probado en 

el proceso.

AL HECHO 49: ES CIERTO de conformidad con el documento aportado con la



demanda.

AL HECHO 50: ES CIERTO de conformidad con el documento aportado con la 

demanda.

AL HECHO 51: ES CIERTO de conformidad con el documento aportado con la 

demanda.

AL HECHO 52: ES CIERTO de conformidad con el documento aportado con la 

demanda.

w
AL HECHO 53: ES CIERTO de conformidad con el documento aportado con la 

demanda.

AL HECHO 54: ES CIERTO de conformidad con el documento aportado con la 

demanda.

II- A LAS PRETENSIONES:

Me opongo totalmente a las declaraciones y condenas solicitadas por el demandante, 
por las razones de defensa que expongo en la presente contestación.

III- EXCEPCIONES.-

1) NO COMPRENDER LA DEMANDA A TODOS LOS LITISCONSORTES 

NECESARIOS

Como se desprende de los hechos de la demanda y las pruebas aportadas, el IDU 

declaró la ocurrencia del siniestro de incumplimiento amparado en la Póliza No. 33-44- 
101119685 expedida por SEGUROS DEL ESTADO S.A., con respecto al contrato No. 
1333 de 2015 suscrito con ALVARO NIÑO CORTÉS.

Como quiera que en su criterio los perjuicios supuestamente causados a la entidad



O

superan los amparos de dicha póliza, decidió instaurar la presente demanda a efectos 

de obtener el pago de tal excedente.

Sin embargo, existe conexidad inescindible entre el contratista y su aseguradora para 

efectos del citado contrato, en cuanto una eventual decisión del H. Despacho en el 
sentido de declarar que no se presentó el incumplimiento alegado afectaría 

directamente a SEGUROS DEL ESTADO S.A. como garante del contrato, al 
desvirtuarse los fundamentos que llevaron a la parte demandante a hacer efectivo el 
amparo y, por lo mismo, le daría el derecho a reclamar el reembolso de lo pagado.

En virtud de lo anterior, en el presente asunto se configuró la causal 9 del art. 100 del 
CGP, según el cual.

“(■■■)■

“9. No comprenderla demanda a todos los litisconsortes necesarios.

“(■■■)”

Así las cosas, atendiendo lo dispuesto en el art. 101 ibídem, “Cuando prospere alguna 

de las excepciones previstas en los numerales 9, 10 y 11 del artículo 100, el juez 

ordenará la respectiva citación”.

2) EXCEPCIÓN DE COBRO DE LO NO DEBIDO

De la prueba documental obrante en el proceso se desprende que los perjuicios 

calculados por la entidad son absolutamente desproporcionados, en cuanto su monto 

($396.377.276 más $147.204.000) supera el valor del contrato ($490.680.000), sin 

contar el presupuesto gastado por el IDU en nuevos contratos.

Si a lo anterior se agrega lo afirmado en los hechos 43 y siguientes de la demanda, en 

cuanto a los gastos en que supuestamente incurrió el IDU ante el aparente 

incumplimiento de la parte que represento, donde se alude el costo de un nuevo
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contrato para instalar DOS ASCENSORES (cuando ya había uno instalado) y que 

ascendió a la suma de $859.180.000, esto es, el doble del contrato original, más lo 

pagado por un contrato de arrendamiento de un ascensor por la suma de $244.902.000 

y los contratos de prestación de servicios a que se alude en los hechos 51 y siguientes 

por un valor total de $39.965.000, nos demuestra que la entidad decidió sin ningún 

fundamento sustentable gastar $1.144.047.000. y ahora pretende con esta 

argumentación que el contratista le reembolse más de $400.000.000, cuando de 

haberle permitido culminar con la ejecución del contrato, la entidad se hubiera 

ahorrado $653.367.000.

3) EXCEPCIÓN DE CONTRATO NO CUMPLIDO

Según lo acreditó el contratista en sus descargos (ver pag. 28 Res. 9818/16), “Se 

efectuó el pago correspondiente al 25% inicial correspondiente al desmonte del primer 

ascensor el cual se entregó y se pagó, es decir que el 25% se cumplió. Un segundo 

pago correspondiente al 25% del valor total del contrato, previo recibo a satisfacción, 

por parte del supervisor designado por el IDU. Esto se entregó, acá vamos en el 50%. 

Un tercer pago correspondiente al 25% del valor del contrato por concepto de 

desmonte del segundo ascensor y su disposición en el almacén que para este concepto 

dispone el IDU. Esta es la factura que dice el contratista que no le han pagado. Esto 

nos daría un 75% quedaría un cuarto pago que no lo ejecutó correspondiente al 25% 

del valor total del contrato previa entrega en funcionamiento del segundo ascensor, 
previo recibo a satisfacción”.

Teniendo en cuenta que según lo trascrito el contratista llevaba un porcentaje de 

ejecución del 75% del contrato cuando se decidió sancionarlo con el incumplimiento, y 

que para ese momento e IDU no había cancelado la factura adeudada al contratista, 
entonces es claro que se materializó la excepción de contrato no cumplido, en cuanto la 

entidad no podía sancionar ALVARO NIÑO CORTÉS mientras ella misma se 

encontraba en mora. Debe recordarse para el efecto, aplica lo dispuesto en el artículo 

1609 del Código Civil, que dispone:

“En los contratos bilaterales ninguno de los contratantes está en mora dejando
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de cumplir lo pactado, mientras el otro no lo cumpla por su parte, o no se 

allana a cumplirlo en la forma y tiempo debidos”

El Consejo de Estado ha condicionado la aplicación de la figura bajo análisis en el 
contrato estatal a la existencia de cuatro requisitos indispensables para poder invocarla:

Que exista un contrato sinalagmático entre las partes, es decir que la obligación 

asumida por uno de los contratantes constituya la causa de la obligación del 

otro, como ocurre en el caso que nos ocupa;

Que el incumplimiento sea cierto y real de obligaciones a cargo de una de las 

partes contratantes, es decir que no puede invocarse por un posible o eventual 
escenario de incumplimiento. Es claro y evidente que el IDU no canceló la 

factura por concepto del desmonte y traslado al almacén de la entidad del 
ascensor número 1 y que ameritaba la cancelación del 25% según lo establecido 

en el contrato.
Que el incumplimiento sea serio, grave y determinante y que, si se trata de la 

Administración, coloque al contratista en razonable imposibilidad de cumplir. 
Sobre este punto, solo basta con dar juiciosa lectura a la misma documentación 

aportada por la demandante, donde se observa con meridiana claridad que el 
contratista avanzó en la ejecución del contrato hasta un 75% pero la entidad no 

canceló tal porcentaje colocando en evidente riesgo al contratista de no cumplir. 

Que quien invoca la excepción debe ser la parte que no haya tenido a su cargo 

el cumplimiento de una prestación que debió ejecutarse primero en el tiempo. Al 
respecto, el contratista acreditó durante la audiencia sancionatoria que, contrario 

a lo afirmado por la entidad, sí había adelantado todas las actividades 

necesarias para poder cobrar lo adeudado como se colige délo trascrito al inicio 

de la presente excepción y, por lo mismo, se cumplió a cabalidad con los 

requisitos exigidos para la prosperidad de la misma.

IV- RAZONES DE DEFENSA:

De las actuaciones surtidas por el IDU, especialmente dentro del proceso sancionatorio 

adelantado en contra del contratista, se desprende un palmario desconocimiento del
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debido proceso y el derecho de defensa del contratista como pasa a demostrarse:

1. Como se lee en la página 23 de la Resolución No. 9818 de 2016 “Por medio de 

la cual se adopta decisión dentro de la actuación administrativa iniciada para 

determinar el posible incumplimiento y la sanción establecida en el contrato No. 

1333-2015”, la entidad contratante decidió denegar la prueba testimonial 
solicitada por el contratista, en cuanto consideró que era “suficiente” con la 

prueba pericial decretada.

Como bien lo manifestó el apoderado del contratista durante la audiencia a que 

alude dicha resolución, la prueba testimonial era “útil, necesaria y conducente y 

que tiene que ver con la verificación de hechos que tienen relación con esta 

actuación y con aspectos técnicos que tienen que ver con esta investigación 

En efecto, tales testimonios eran imprescindibles para contextualizar las 

actuaciones del contratista más allá del aspecto técnico del contrato al que 

debería referirse el dictamen pericial. A manera de ejemplo, los testigos habrían 

podido acreditar aspectos tan relevantes como los siguientes:

Las circunstancias del día a día de la ejecución del contrato y que 

pudieron llevar a la demora en la ejecución del contrato.

La imposibilidad de trabajar en determinados horarios o las órdenes de 

suspensión de actividades por parte del supervisor del contrato y que 

fueron informadas por el contratista en sus descargos.

Las dificultades ajenas al contratista para conseguir materiales y/o 

equipos necesarios para la ejecución del contrato.

Los hechos imprevistos como el desprendimiento de losas de mármol del 
edificio cuya reparación, valga resaltarlo, NO estaba contemplada dentro 

de las obligaciones del contratista, y que necesariamente afectaron los 

tiempos de ejecución del contrato.

La necesidad de cambiar parte del material suministrado por uno de los 

fabricantes que generó una demora de 20 días en la ejecución del 
contrato.
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2. Igualmente se violó el derecho de defensa del contratista, toda vez que siendo 

experto en el tema técnico solicitó en diversas comunicaciones la suspensión de 

la audiencia para que su apoderado pudiera preparar adecuadamente la 

defensa en lo referente al tema jurídico, no obstante lo cual la misma se llevó a 

cabo.

3. Durante el proceso sancionatorio, el apoderado del contratista dejó claro que la 

tasación de los perjuicios por parte del IDU era desproporcionada, sumado al 
hecho que, conforme al Código Civil, la cláusula penal contenida en los contratos 

es una valoración anticipada de perjuicios, por lo que afirmó acertadamente que 

“Entonces, frente a los perjuicios no es posible la valoración, ni los rendimientos 

financieros porque no están probados ni son procedentes, (..

A lo anterior hay que agregar que los perjuicios calculados por la entidad son 

absolutamente desproporcionados, en cuanto su monto ($396.377.276 más 

$147.204.000) supera el valor del contrato ($490.680.000), sin contar el 
presupuesto gastado por el IDU en nuevos contratos, aspecto al que me referiré 

más adelante.

4. Igualmente el contratista objetó por error grave el informe presentado por el 
Supervisor, en cuanto a su conclusión que los ascensores 1 y 2 no podían 

manejarse de manera independiente uno del otro y por ello el ascensor 2 (que 

fue el que se instaló por parte del contratista) no servía, lo cual no era cierto 

porque se podía cambiar la tarjeta dúplex por otra simple para permitir el 
funcionamiento del ascensor en comento, circunstancia que desvirtúa el 

razonamiento técnico utilizado para sancionar al contratista. De allí que se 

hubiera solicitado una prueba pericial por parte de un tercero para que 

estableciera si la solución planteada era técnicamente posible.

5. Un aspecto de la mayor relevancia y que fue planteado por la defensa del 
contratista durante el procedimiento sancionatorio, es que el contrato 

celebrado NO ERA DE PRESTACIÓN DE SERVICIOS SINO DE OBRA, y por 

ende, se debió haber contratado una interventoría externa, con la cual, sin duda.
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el resultado hubiera sido otro, al contar con el criterio objetivo de un tercero. La 

grave omisión por parte de la entidad conllevaría a una celebración indebida de 

contrato con las implicaciones legales que ello envuelve.

Tan consciente fue la entidad del error garrafal cometido, que una vez declaró el 
incumplimiento a ALVARO NIÑO CORTÉS ahí sí abrió la Licitación Pública No. 
IDU-LP-DTAF-004-2017 (aunque referida a suministro y no a obra como 

correspondía) de cuya adjudicación surgió el contrato de suministro No. 1290 

de 2017 para “El suministro e instalación de dos (2) ascensores eléctricos 

nuevos, aportado por la misma demandante como prueba.

En este punto de la discusión se vislumbra el cúmulo de errores y arbitrariedades 

cometidos por el IDU, por lo que trasladar toda la responsabilidad al contratista 

es inaceptable, máxime si se tiene en cuenta que para contratarlo se utilizó 

equivocadamente no solo la figura de la selección abreviada, sino que se 

pretendió disfrazar como “contrato de prestación de servicios” uno que realmente 

era de obra como ya se demostró, los cuales, tienen consecuencias jurídicas 

DIFERENTES.

6. En el presente asunto nos encontramos frente a un eventual “cumplimiento 

defectuoso” del contrato, más que un incumplimiento como lo afirma 

erróneamente la entidad en las resoluciones proferidas dentro el procedimiento 

sancionatorio, como pasa a explicarse:

a. Según lo acreditó el contratista en sus descargos (ver pag. 28 Res. 
9818/16), “Se efectuó el pago correspondiente al 25% inicial 

correspondiente al desmonte del primer ascensor el cual se entregó y se 

pagó, es decir que el 25% se cumplió. Un segundo pago correspondiente 

al 25%) del valor total del contrato, previo recibo a satisfacción, por parte 

del supervisor designado por el IDU. Esto se entregó, acá vamos en el 

50%. Un tercer pago correspondiente al 25% del valor del contrato por 

concepto de desmonte del segundo ascensor y su disposición en el 

almacén que para este concepto dispone el IDU. Esta es la factura que
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dice el contratista que no le han pagado. Esto nos daría un 75% quedaría 

un cuarto pago que no lo ejecutó correspondiente al 25% del valor total 

del contrato previa entrega en funcionamiento del segundo ascensor, 

previo recibo a satisfacción”.

u

b. De lo aquí reseñado se colige que, contrario a lo afirmado por el IDU, el 
contratista llevaba un porcentaje de ejecución del 75% del contrato 

cuando se decidió sancionarlo con el incumplimiento, porcentaje que 

denota el avance de la obra y demuestra el cumplimiento parcial a esa 

altura de la ejecución, circunstancia que deja sin piso jurídico la decisión 

sancionatoria en contra de ALVARO NIÑO CORTÉS.

7. A esta altura del debate nos encontramos frente al cumplimiento por parte del 
contratista del 75% o más del objeto contractual y, no obstante ello, el IDU se 

encontraba en mora de pagar lo concerniente al desmonte del ascensor No. 1, 

por lo que la demandante NO PODÍA ALEGAR el incumplimiento de ALVARO 

NIÑO CORTÉS cuando ella misma se encontraba en mora de sus 

obligaciones contractuales De ahí que el contratista propusiera la excepción 

de contrato no cumplido, la cual fue desestimada también por la demandante en 

las resoluciones sancionatorias.

8. Es evidente que en el caso que nos ocupa, el IDU no valoró suficientemente las 

circunstancias ajenas al contratista que afectaron el cronograma de actividades, 
como la imposibilidad de adelantar trabajos en determinadas horas y los 

inconvenientes que se presentaron por el envío por parte de un proveedor de 

unas cajas mal rotuladas, lo que llevó a un nuevo retraso de 20 días. De haberlo 

hecho, las partes hubieran podido llevar el contrato a puerto seguro porque es a 

todas luces evidentes que nunca hubo riesgo que el contrato pudiera llegar a 

su paralización por lo que la sanción impuesta es exagerada y no se identifica 

con la realidad contractual. De la documentación obrante en el expediente se 

puede concluir que ALVARO NIÑO CORTÉS siempre intentó culminar con éxito 

la ejecución del contrato, pero el IDU se rehusó a buscar fórmulas que 

permitieran llevar a buen término el acuerdo y, en su lugar, se dedicó a requerir
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constantemente al contratista para justificar posteriormente la declaratoria de 

incumplimiento.

9. A todo lo anteriormente expuesto se agrega la argumentación del garante, que 

acompaña los planteamientos del contratista, la cual también fue desestimada 

por la entidad demandante.

10. No debe perderse de vista que el contratista objetó el peritaje realizado por la 

firma OITEC y acreditó en audiencia que la citada firma no contaba con la 

experiencia suficiente en temas de ascensores, por lo que mal podría el IDU 

otorgarle validez al experticia

11. El IDU pretende demostrar perjuicios porque, según su criterio, le tocó contratar 
nuevamente la instalación y puesta en funcionamiento de los dos ascensores 

con otra empresa. Sobre este aspecto, caben las siguientes precisiones:

a. No se entiende la necesidad de contratar dos ascensores, cuando se 

supone que ALVARO NIÑO CORTÉS hizo la adecuación, montaje y 

puesta en funcionamiento de por lo menos uno de ellos. En 

consecuencia, si en gracia de discusión se aceptara la necesidad de un 

nuevo contrato, el objeto debía ser por la instalación de uno solo y, si 

acaso, la puesta a punto del otro.

b. Según la documentación aportada por la misma demandante, el costo de 

este nuevo contrato ascendió a la suma de $859.180.000, esto es, el 
doble del contrato original. Si a lo anterior se suma el contrato de 

arrendamiento de un ascensor por la suma de $244.902.000 y los 

contratos de prestación de servicios a que se alude en los hechos 51 y 

siguientes por un valor total de $39.965.000, nos demuestra que la 

entidad decidió sin ningún fundamento sustentable gastar 

S1.144.047.000. en lugar de agotar la posibilidad de concederle las 

prórrogas al contratista y permitirle culminar con la ejecución del contrato, 
con lo cual la entidad se hubiera ahorrado $653.367.0001!

c. Semejante despropósito ahí si causó un detrimento patrimonial al IDU



u

17

pero originado en su propia intransigencia y su evidente
negligencia, responsabilidad que NO PUEDE TRASLADARSE AL 

DEMANDADO como pretende hacerlo ahora la entidad.

d. Por lo demás, debe recalcarse que en ningún momento durante la 

ejecución del contrato No. 1333 de 2015 suscrito con ALVARO NIÑO 

CORTÉS, se corrió el riesgo de la paralización e imposibilidad de 

cumplimiento del objeto contractual. El contratista pidió prórroga para 

poder ajustar el cronograma de actividades y así dar cumplimiento a sus 

obligaciones contractuales, pero nunca fueron acogidas sus solicitudes. 
En otras palabras, siempre se allanó a cumplir pero a cambio de ello se 

le declaró el incumplimiento.

12. Las actuaciones precedentes demuestran una absoluta falta de planeación por 
parte del IDU, al punto que el detrimento patrimonial alegado realmente fue 

causado por ella misma al incurrir en gastos excesivos cuando, se repite, bien 

podría haberle permitido al contratista continuar con la ejecución del contrato.

V- EXCEPCIONES DE OFICIO:

Solicito que se declaren oficiosamente en la sentencia las excepciones que el H. 
Juez considere probadas, de conformidad con las facultades oficiosas otorgadas en 

el Art. 187, inciso 2o del C.P.A.C.A.

VI- PETICION:

De conformidad con los anteriores argumentos de hecho y de Derecho, solicito que se 

declaren probadas las excepciones propuestas y, consecuencialmente, se profiera fallo 

inhibitorio. En su defecto, solicito que SE DENIEGUEN las pretensiones de la 

demanda y/o se EXIMA de cualquier responsabilidad al contratista ALVARO NIÑO 

CORTÉS.
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Vil- PRUEBAS:

A- DOCUMENTALES QUE REPOSAN EN EL EXPEDIENTE:

Respetuosamente solicito tener como pruebas las documentales aportadas por la parte 

actora con su demanda.

B- DOCUMENTALES QUE SOLICITO PRACTICAR

Respetuosamente solicito que, en consideración a la imposibilidad del suscrito 

Curador Ad Litem de conocer y/o acceder a los documentos en poder tanto del 
demandante como del demandado, se oficie al IDU o, en su defecto, que se ordene a 

la entidad demandante a través de su apoderado, que allegue al proceso la siguiente 

documentación relacionada con el contrato IDU-1333-2015 suscrito con el señor 

ALVARO NIÑO CORTÉS:

1. Los documentos y estudios previos relacionados con el proceso de selección 

abreviada de menor cuantía No. IDU-SAMC-SGGC-001-2015 con base en el 
cual se suscribió el Contrato de Prestación de Servicios No. IDU-1333 de 

2015;

2. Todas las comunicaciones enviadas en medio físico o a través de correo 

electrónico por el contratista ALVARO NIÑO CORTÉS al IDU durante la 

ejecución del contrato suscrito por las partes, incluyendo aquéllas presentadas 

antes, durante y después no solo de la multa impuesta mediante Res. 63.202 

del 29 de octubre de 2015 sino del proceso sancionatorio iniciado en su 

contra.

3. Todas las comunicaciones enviadas por la Compañía Aseguradora 

SEGUROS DEL ESTADO S.A. durante la ejecución del contrato suscrito entre 

el IDU y ALVARO NIÑO CORTÉS, incluyendo aquéllas presentadas antes, 
durante y después del proceso sancionatorio iniciado contra el contratista.
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4. Los audios grabados durante los días en que se llevaron a cabo las audiencias 

surtidas dentro del proceso sancionatoria adelantado en contra de ALVARO 

NIÑO CORTÉS.

5. Los documentos y estudios previos que llevaron a la apertura de la Licitación 

Pública No. IDU-LP-DTAF-004-2017 relacionada con el “SUMINISTRO E 

INSTALACIÓN DE DOS (2) ASCENSORES ELECTRICOS NUEVOS, PARA 

LA SEDE UBICADA EN LA CALLE 22 No. 6-27, CON CAPACIDAD DE 

MÍNIMO 15 PASAJEROS, ASI COMO LAS OBRAS CIVILES Y ELÉCTRICAS 

NECESARIAS DE CONFORMIDAD CON EL ANEXO TÉCNICO Y LA 

PROPUESTA PRESENTADA”.

VIII- NOTIFICACIONES:

El suscrito Curador Ad Litem recibiré notificaciones en la Secretaría de su Despacho, 
en mi oficina de abogado ubicada en la Calle 125 N° 19-89, of. 502 de Bogotá o en el 
siguiente correo electrónico: contacto@rodriguezquevara.com

Señor Juez, atentamente.

ARIEL HUM^^pRjp GUEVARA PABON 
C.C-7S^5a208 de Bogotá 

T.P. 153.622 C.S. de la J.
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